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(Presentado por el Embajador Colin Granderson al Consejo Permanente el 25 de mayo de 2011)
INFORME DE LA MISION DE OBSERVACION ELECTORAL CONJUNTA OEA-CARICOM SOBRE LA SEGUNDA VUELTA DE LAS ELECCIONES PRESIDENCIALES Y LEGISLATIVAS DEL 20 DE MARZO DE 2011

Introducción

Por varias razones, la segunda vuelta de las elecciones presidenciales fue percibida como un hecho sin precedentes e incluso histórico: era la primera vez desde que entró en vigencia la Constitución de 1987 -y, según algunos, en la historia del país- que se celebraba una segunda ronda de elecciones presidenciales.  Además, uno de los dos candidatos en esta segunda vuelta era una mujer. Sin embargo, lo más sorprendente es que este evento se produjo en un ambiente totalmente diferente y favorable, en comparación con la primera vuelta.  Aunque se suscitaron interrogantes acerca de la pertinencia -desde el punto de vista de los procedimientos- de la publicación de los resultados finales de la primera ronda sin una mayoría de los ocho integrantes del Consejo, y acerca de su formato, ya que no se aportaron estadísticas, estos aspectos no fueron obstáculo para el avance del proceso electoral y pronto se dejaron de lado. Aunque el Consejo Electoral Provisional (CEP) había indicado a la Misión de Observación Electoral Conjunta (MOEC) que se proporcionarían estadísticas, ello no ocurrió.
El ambiente previo a las elecciones

El largo período entre la publicación de los resultados preliminares de la primera ronda, el 7 de diciembre de 2010, y la demorada proclamación de los resultados finales, el 3 de febrero, a raíz de la crisis posterior a la divulgación de los resultados y el ejercicio de verificación del cómputo a cargo de la Misión de Expertos de la OEA, fue aprovechado fructíferamente por el personal técnico del Consejo Electoral Provisional (CEP).  Este no sólo realizó un análisis interno de los errores producidos en la primera ronda, sino que también incorporó las amplias recomendaciones de la MOEC, de la Misión de Expertos para la verificación del cómputo de votos y de otras misiones de observación internacionales y nacionales. El CEP y la Oficina Nacional de Identificación  (ONI) coordinaron tareas para analizar la precisión del padrón electoral. También se celebraron sesiones estratégicas con los asistentes técnicos de la MINUSTAH y del PNUD para determinar la factibilidad y el posible costo de implementar la diversidad de recomendaciones formuladas.

Se lanzó con anticipación la campaña informativa sobre “dónde votar” y se mejoraron los centros de información a los electores. Asimismo, se brindó acceso a la información requerida a través de mensajes de texto y de Internet. Cabe resaltar la respuesta del público, en particular, a la facilitación que ofrecían los centros de información. También se utilizaron oportunamente otras formas de sensibilización y educación de los electores utilizando anuncios de radio y televisión, pósters y volantes, así como a través de agentes cívicos equipados con un megáfono. Sin embargo, existía la sensación de que estas medidas de educación cívica no tenían el mismo impacto en el electorado y, a juicio de los observadores de la Misión, de que no se habían difundido ampliamente en las provincias.  Se tomaron medidas para ayudar a los electores a encontrar las mesas de votación el día de las elecciones, se mejoró la capacitación de los funcionarios de mesa y supervisores, aunque esta medida fue aplicada en forma heterogénea. Se reformularon los procedimientos del Centro de Cómputo de Votos y se armonizaron y validaron los criterios de verificación. Asimismo, se incrementó la capacidad de verificación del Centro. En una encomiable ruptura con el tradicional laissez-faire, se corrigieron las irregularidades mediante la expulsión de los supervisores, funcionarios de mesa y agentes de seguridad electoral infractores. Asimismo, el CEP formuló acusaciones penales contra una serie de personas, aunque está por verse si el sistema judicial tomará las medidas necesarias.
El ambiente de seguridad y tranquilidad que había prevalecido desde mediados de diciembre, en general, se mantuvo luego de la proclamación de los resultados finales de la primera ronda, pese a la exclusión del candidato presidencial de la plataforma de gobierno en la segunda vuelta. La breve campaña electoral estuvo signada por enormes manifestaciones en diferentes partes del país en apoyo de los dos candidatos a la presidencia.  Aunque al principio fue pacífica, los últimos días de la campaña se vieron afectados por un tono más estridente que dio lugar a fricciones e incidentes distorsionantes.  Pese a que los medios de prensa prestaron mucho menos atención a la campaña por las legislativas, estas generaron mucha más tirantez y asperezas que en algunos casos dieron lugar a actos de violencia. Sin embargo, el clima más moderado, a pesar de momentos de intemperancia, marcó una gran mejora respecto de la primera ronda.  El recurso a las encuestas, a formas sociales de comunicación y a mensajes electrónicos de parte de los partidarios de Martelly, en particular, vuelven a subrayar la modernización de la campaña.
El aspecto más destacable del ambiente preelectoral fue el desvanecimiento de la atmósfera tóxica de la primera ronda producto de las incesantes críticas de falta de credibilidad e imparcialidad del vituperado CEP, acusado de vasallo del Gobierno y objeto de alegaciones de intimidación y fraude masivo. Aunque sustancialmente cedieron, las sospechas y la desconfianza acerca del CEP no desaparecieron totalmente.
Día de las Elecciones

En la segunda ronda del 20 de marzo se definía la presidencia y estaban en juego 76 escaños de los 99 de la cámara baja y siete de los 11 del senado.
Por diversas razones, la segunda ronda de las elecciones presidenciales y legislativas marcó una gran mejora respecto de la primera ronda. El clima político era mucho más pacífico y las lecciones aprendidas con los errores de la primera ronda, las recomendaciones implementadas y las medidas aplicadas por el CEP dieron lugar a mejoras sustantivas y de organización apreciables y, en consecuencia, a un proceso electoral más ordenado. Los informes de los observadores también reflejaban un cambio positivo que brindaba seguridad el día de las elecciones.  La acción de las fuerzas de seguridad estaba mejor coordinada y focalizada y existió mucha más iniciativa en la prevención de disturbios y en la respuesta a los mismos en el proceso electoral, a la vez que se enfrentaron los incidentes de violencia.
Sin embargo, subsistían algunas carencias. Aunque los facilitadores fueron útiles en los centros de votación donde estaban destacados para ayudar a los electores a localizar sus mesas de votación, su presencia resultó, en el mejor de los casos, un remiendo. Incidieron mucho menos que en la primera vuelta las dificultades para localizar los puestos de votación, pero es preciso esforzarse por mejorar la exactitud del padrón electoral.  Las fallas principales derivaron de errores logísticos en el envío del material electoral (hojas de votación, urnas y tinta indeleble), en particular en el Departamento Oeste, que comprende a la capital. La rápida respuesta de la Misión de Paz de las Naciones Unidas ( MINUSTAH) para corregir el error evitó que la situación se escapara de las manos. En consecuencia, se prolongó por una hora el período de votación en el Departamento afectado, para compensar el tardío comienzo. También hubo casos aislados de incidentes de violencia, intimidación de electores y saqueo de mesas de votación, así como la reaparición de votos amañados y otras irregularidades.
La comparecencia de electores pareció algo mayor en comparación con la primera ronda, pero no colmó las expectativas planteadas por las exhortaciones de la campaña sobre “dónde votar”. 
La MOEC casi duplicó el número de observadores que destacó el 20 marzo, Día de las Elecciones. Los 201 observadores fueron desplegados por todo el país en diversos contextos, urbanos, provinciales y rurales. La Misión estableció también mecanismos de coordinación con varios de los grupos nacionales de observación más importantes y participó en sesiones de intercambio de información con la MINUSTAH. También asistió al CEP en el establecimiento de un Centro de Emergencia más efectivo. Asimismo, la Misión destacó a sus observadores, no sólo para observar el proceso de cómputo de votos, sino también para realizar un cómputo rápido como mecanismo de control para evaluar la confiabilidad de los resultados que brindaba el CEP.
Se solicitó a los observadores de la Misión que, como parte de su control, prestaran atención al papel de las mujeres en el proceso electoral. En el 30% de las mesas de votación, la presidencia estaba a cargo de una mujer; en el 39%, la vicepresidencia estaba ocupada por una mujer, y el 34% de las secretarias de mesa eran mujeres. De los presidentes de las 11 Oficinas Electorales Departamentales (OED), sólo una estaba a cargo de una mujer; en otra Oficina, la vicepresidencia estaba ocupada por una mujer. El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) brindó asistencia técnica a las candidatas mujeres en la esfera de la gestión de los agentes partidarios y en la etapa de litigios e impugnaciones del proceso electoral. Entre las candidatas electas, había una mujer en la Cámara de Diputados pero ninguna en el Senado. En la segunda ronda presidencial había una mujer.  Los grupos de mujeres han estado defendiendo una mayor representación femenina entre los candidatos a cargos políticos, pero es claro que queda mucho por hacer en esta esfera. En cuanto a la propia MOEC, 11 de sus 21 coordinadores eran mujeres, así como 99 de los 201 observadores del Día de las Elecciones. Dos de los cuatro miembros del núcleo del Grupo Básico eran mujeres, incluida la Subjefa de la Misión. Corresponde señalar que una de las dos mujeres integrantes del CEP, la representante de los grupos de mujeres, renunció tras repudiar la manera en que se condujeron los tribunales electorales de la segunda ronda.
En la evaluación del día de los comicios, es ampliamente aceptado que el carácter en general pacífico y ordenado de la segunda ronda electoral, junto a las mejoras de organización, reforzaron la credibilidad y legitimidad del proceso electoral y, en cierta medida, del CEP. El amplio acuerdo entre la observación nacional e internacional, la asistencia técnica internacional (MINUSTAH, PNUD y CIDA) y el personal técnico del CEP) en torno a las recomendaciones y medidas necesarias para mejorar la organización de la segunda vuelta sin duda contribuyó a las mejoras registradas.
Control del Centro de Cómputo de Votos (CCV)

La Misión destacó un equipo de observadores especialmente capacitados que trabajaron en turnos en el control del funcionamiento del Centro de Cómputos, que operó las 24 horas. Cada observador disponía de un formulario en el que anotaba sus observaciones en relación con las diferentes etapas del proceso de cómputo observado, pero prestando especial atención al proceso de verificación realizado por la Unidad de Control Jurídico, a fin de determinar la validez de los resultados de las hojas de resultados que se enviaban para su examen. Se instó a los observadores a tomar la iniciativa y señalar las fallas del proceso de verificación a la atención de los supervisores o los directores del CCV, a fin de que se pudieran realizar de inmediato las rectificaciones necesarias. Naturalmente, esa intercesión fue considerada intrusiva por algunos de los abogados cuya labor se cuestionaba. Sin embargo, el mecanismo fue apoyado por los directores del CCV, que se dieron cuenta de que contribuía a la confiabilidad e integridad de la verificación por parte del Centro.
Como se señaló, se reformularon los procedimientos del Centro de Cómputos, se establecieron medidas de control de calidad en las principales etapas del proceso, incluida la verificación de la validez de las hojas de resultados. Y, en su mayor parte, se implementaron las recomendaciones de la MOEC y de la Misión de Expertos de la OEA para la verificación del cómputo de votos. Se incrementó la capacidad de la Unidad de Control Jurídico, que pasó de seis a 16 abogados, se establecieron los criterios de verificación y se le dio estatuto legal. La Misión había propuesto al CEP un protocolo de observación para el Centro de Cómputos.  El propio Centro redactó las pautas de observación, fijando la relación entre los observadores y el Centro que, en realidad, al principio fue difícil pero fue amoldándose gradualmente con el transcurso de los días, a medida que las partes se entendían mejor. Entre las bienvenidas innovaciones es de señalar la institución de sesiones informativas a cargo de los directores del Centro de Cómputos, en las que los observadores podían formular preguntas, observaciones y recomendaciones.  Si bien estas sesiones no se iniciaron en las primeras etapas del proceso, como se había prometido, sí demostraron ser muy útiles.  La segunda innovación fue la invitación a que los candidatos presidenciales destacaran sus propios observadores.  Este fue un encomiable gesto de transparencia del CEP.
Como consecuencia de los parámetros adoptados para seleccionar las hojas de resultados que se inspeccionarían, el Centro de Cómputo terminó verificando alrededor del 60% de las mismas, en comparación con el 10% de la primera vuelta.  Este gran aumento del volumen de trabajo determinó la necesidad de fortalecer aún más la Unidad de Control Jurídico pero también dio lugar a un atraso de cuatro días en el cómputo de resultados, que finalmente se dieron a conocer el 4 de abril. Se dedicó mayor atención y tiempo a las hojas de los resultados presidenciales. Se emprendió un esfuerzo encomiable para que el ejercicio de verificación fuera mucho más riguroso que en la primera vuelta, aunque se vio empañado por la calidad heterogénea del trabajo de algunos de los abogados de la Unidad de Control Jurídico. 
Etapa de litigios e impugnaciones

Los empeños por mejorar la segunda ronda de las elecciones presidenciales y legislativas abarcó también la etapa de reclamaciones e impugnaciones del proceso electoral.  Un experto judicial del PNUD formuló al CEP recomendaciones para mejorar algunos aspectos de los procedimientos de esta etapa y garantizar una imparcialidad procesal mínima.
Esas recomendaciones sirvieron de base para la capacitación de los presidentes de las Oficinas Electorales Departamentales (BED) y de los miembros del CEP que actuaron como jueces en las dos instancias diferentes del contencioso electoral en que se dictaminan en torno a las denuncias e impugnaciones que presentan los candidatos tras la segunda ronda.
La instancia de nivel inferior, la Oficina de lo Contencioso Electoral Departamental (BCED), atiende las denuncias a nivel legislativo. Sin embargo, esta oficina, en el Departamento del Oeste, es la que dictamina en primera instancia en las elecciones presidenciales, pero no recibió ninguna denuncia después de la segunda ronda.

La MOEC observó los dictámenes sobre las denuncias a nivel legislativo de las Oficinas de lo Contencioso Electoral de los diez departamentos. Teniendo en cuenta el número de decisiones por las que se remitían las denuncias a la Oficina de lo Contencioso Electoral Nacional (BCEN), parecería que una gran proporción de las Oficinas departamentales actuaron como instancias de registro de las denuncias presentadas, en lugar de procurar establecer la veracidad de las alegaciones de los denunciantes y de tomar una decisión que, en verdad, podía ser revocada en la instancia superior. Algunas Oficinas rechazaron denuncias por fallas de procedimientos, en tanto otras dictaminaron en torno a las cuestiones suscitadas. Sin embargo, el 98% de las decisiones de las Oficinas de lo Contencioso Electoral departamentales se basan en la falta de competencia y remiten la cuestión a la instancia de lo contencioso electoral nacional. Hubo 67 casos de candidatos a la Cámara de Diputados presentados a las Oficinas departamentales y cuatro que referían al Senado.
Las pautas procesales y la capacitación parecían haber dado algún fruto, ya que se entendió que el manejo de los casos en las Oficinas departamentales había mejorado algo con respecto a la primera vuelta. En las audiencias se respetaron los derechos de la defensa y se mejoró la redacción de las decisiones a este nivel.
La recomendación de la MOEC y de la Misión de Expertos de la OEA para la Verificación de colocar las hojas de resultados escaneadas en el sitio del CEP en Internet resultó de suma utilidad. Las mismas brindaban a los abogados abundante información, inclusive las razones para su exclusión, que podrían explotar en beneficio de sus candidatos-clientes.
El funcionamiento del nivel superior del contencioso electoral dejó mucho que desear, pese a la calidad de los abogados participantes. El tiempo asignado no siempre fue suficiente para que los abogados elaboraran sus argumentos adecuadamente. Por su parte, los jueces que presidieron las audiencias no procedieron de manera de obligar a los abogados y candidatos a presentar pruebas de sus alegaciones o a respaldar sus solicitudes de incorporación o exclusión de resultados. Este criterio tendría un efecto perjudicial en la calidad de las decisiones de esta instancia nacional que, en su mayor parte, se tomaron sin el respaldo de pruebas y sin fundamentos, basándose en la exclusión o incorporación de las hojas de resultados, sin ninguna verificación previa.
Proclamación de los resultados finales de las elecciones

Los resultados finales de las elecciones presidenciales y legislativas fueron divulgados el 20 de abril. La victoria del Sr. Martelly fue una formalidad, ya que no se había presentado denuncia alguna ante el tribunal electoral en relación con las elecciones presidenciales. Sin embargo, el anuncio de los resultados de las legislativas tuvo un efecto inmediatamente desestabilizador. La Oficina de lo Contencioso Electoral Nacional, cuyas decisiones son definitivas, revirtió la posición de 19 candidatos, 17 de la Cámara de Diputados y dos del Senado, en su mayoría, en beneficio de la plataforma del gobierno, Inite. Esto fue objeto de rechazo y de protestas violentas que fueron causa de una nueva crisis. Los controvertidos resultados dieron lugar también a la renuncia de uno de los miembros del CEP, que rechazó la reversión de las posiciones. Tras consultas entre el Gobierno y el CEP, este presentó una lista de candidatos parcial para su publicación en el diario oficial, Le Moniteur. Ello permitió validar a los representantes electos (28 senadores y 79 diputados), con excepción de los controvertidos, y que se empezaran a ocupar las bancas en ambas cámaras.
Examen por la MOEC de los resultados legislativos controvertidos

Luego de conversaciones entre el ejecutivo haitiano y el CEP, las autoridades nacionales pidieron a la Misión que examinara los resultados controvertidos. La Misión aceptó hacerlo dentro de los límites de su mandato, para lo cual siguió los procedimientos establecidos para el destacamento de las dos misiones de expertos de la OEA, luego de la impugnación de los resultados de la primera ronda.

En su examen, la Misión concluyó que la instancia de lo contencioso electoral nacional no mostró la serenidad y paciencia necesarias para redactar sus decisiones con la requerida minuciosidad. En general, esta instancia nacional apenas proclamó al ganador, sin establecer los argumentos o fundamentos de su decisión y sin evaluar las pruebas. Ello quitó transparencia a sus decisiones. Ignorando los criterios establecidos por el propio CEP, los jueces de la instancia nacional decidieron indebidamente anular o validar las actas conforme lo solicitaran los demandantes y demandados, sin verificación previa, como lo exige la Ley Electoral. Ello afectó profundamente la corrección y validez de las decisiones de la instancia de lo contencioso electoral nacional.
La MOEC concluyó que, al no mediar razones que fundamentaran las decisiones ni una verificación previa para determinar qué actas debían anularse o computarse para cambiar el número de votos y, por ende, la posición de los candidatos, el CEP debía volver a los resultados preliminares en cada uno de los 18 casos examinados.
Bajo presión nacional e internacional, el CEP tomó la decisión de crear una instancia de lo contencioso electoral nacional especial para volver a juzgar los 18 casos controvertidos. En esta ocasión se cumplió la etapa fundamental de verificar las hojas de resultados en el Centro de Cómputos que antes se había omitido totalmente. Ello se produjo en presencia de la MOEC y de otros observadores nacionales e internacionales. Tras el examen de los expedientes y realizada la labor en el Centro de Cómputos, los jueces deliberaron, aunque sin la presencia de los observadores. No obstante, el CEP informó a los observadores de los resultados de las decisiones de esa instancia especial poco antes de anunciar los resultados, a avanzadas horas de la noche anterior.
En esta reunión, la Misión y otros observadores expresaron reservas respecto del tratamiento de tres casos en particular. En este sentido, la MOEC recomendó que el tribunal especial aplicara los mismos procedimientos de verificación que había usado en los otros casos examinados y que habían ayudado a determinar la exactitud de los resultados. Sin embargo, estas recomendaciones no fueron incorporadas, como consecuencia de lo cual, la proclamación de los resultados adicionales no resolvió plenamente el problema, dado que los tres casos que no fueron debidamente tratados dieron lugar a nuevos señalamientos de arbitrariedad en el criterio aplicado por el CEP. Aunque se transmitieron los resultados al Presidente de la República para su publicación en el diario oficial, Le Moniteur, ello no había ocurrido hasta el momento de redactarse el presente informe.
Comunicaciones, información pública y extensión

La Misión siguió poniendo el acento en su estrategia de información pública mediante comunicados de prensa -12 de ellos en la segunda ronda-, una conferencia de prensa y numerosas entrevistas concedidas por el Jefe de la Misión a la prensa local e internacional. Entre las entrevistas locales, hubo varias muy detalladas como invitado del día en las principales estaciones de radio.

La coordinación con el personal técnico del CEP y con el componente de asistencia técnica electoral de la comunidad internacional siguió siendo una prioridad, como lo ilustra la activa y periódica participación de la MOEC en sus respectivas reuniones de coordinación.  Se reforzaron las relaciones de trabajo con la observación nacional a través de la participación en reuniones y del intercambio periódico de información con sus líderes. Asimismo, se enviaron a la consideración del CEP varias cartas en que se señalaban las preocupaciones de la Misión y se formulaban recomendaciones. En el terreno, los observadores siguieron actuando, reuniéndose con los candidatos parlamentarios y trabajando estrechamente con los funcionarios electorales departamentales y comunales, los representantes para asuntos civiles y electorales de la MINUSTAH y la Policía Nacional de Haití, a efectos de fomentar el diálogo, reducir las tensiones y resolver los problemas.
Los medios de la prensa escrita y electrónica de Haití dieron amplia cobertura a la evolución y los problemas relacionados con la segunda ronda electoral. Una vez más se realizaron encuestas, se celebró uno de los dos debates presidenciales y se recurrió más a los mensajes electrónicos, en especial a los “robo-calls”, por parte de uno de los candidatos a la presidencia. 
La tirantez y las protestas causadas por aspectos controvertidos del proceso electoral tuvieron impacto negativo en los medios de comunicaciones. Hubo amenazas contra una estación de radio privada en la capital que se percibía había informado con un sesgo político respecto de las elecciones presidenciales. Las divisiones políticas en torno a la política informativa de la televisión estatal fueron causa de disturbios internos y del despido de varios funcionarios. Luego de los controvertidos resultados legislativos finales, varios periodistas radiales de las provincias debieron ocultarse a raíz de su labor y no menos de dos estaciones de radio de las comunidades fueron objeto de ataques que causaron daños o su destrucción. Estos incidentes de intimidación y de violencia contra los medios de comunicaciones contrastan marcadamente con la libertad de prensa de que se gozó en los últimos dos años.
Conclusión

La segunda ronda electoral sin duda superó con creces a la primera ronda, tanto desde el punto de vista técnico como de organización y de seguridad. Lamentablemente, el éxito de estos avances que dieron mayor credibilidad y legitimidad al proceso electoral y al CEP se desvaneció rápidamente ante lo que se percibía en general como un comportamiento parcial de parte del CEP en el manejo del proceso de impugnaciones y en la proclamación de resultados legislativos finales muy controvertidos.
La MOEC procuró desde el comienzo tener una actitud dinámica en su labor de observación. En este sentido, se procuró ayudar al CEP y a sus agentes electorales en la detección de problemas, la corrección de las fallas y la solución de los litigios. Este enfoque implicó también trabajar en estrecho contacto con todos los interesados en el proceso electoral. Asimismo, la Misión defendió con firmeza y sin pausa la importancia de orientarse por las directrices procesales y los principios del derecho, dentro del marco de la Ley Electoral, para abordar los problemas derivados de los varios litigios y las crisis que surgieron. 
En la segunda ronda, la Misión dio prioridad al control de la implementación de las recomendaciones formuladas por la Misión de Expertos de la OEA para la verificación del cómputo de votos, por la propia Misión y por la Misión de Expertos Electorales de la Unión Europea, la Misión Francófona de Información Electoral y el propio CEP. Las recomendaciones ofrecían a todos los involucrados, incluido el CEP, un temario común para avanzar, lo que permitió mejorar la coordinación y la asignación de recursos en la organización de la segunda ronda electoral. Como consecuencia de ello, se registraron considerables avances técnicos y de organización en un período breve. Un clima político menos polarizado sin duda creó el espacio necesario para que las mejoras técnicas dieran sus frutos. La efectividad de la labor coordinada en base a un temario común debería considerarse como una lección aprendida en esta experiencia con la segunda ronda.
En segundo lugar, la Misión detectó aspectos clave que pueden incidir decisivamente en la calidad de los comicios y en la exactitud de los resultados. El reclutamiento y la capacitación de los agentes electorales se consideraron factores vitales que contribuyeron a garantizar la neutralidad de su conducta y la fiabilidad de su labor. La MOEC observó que los agentes electorales experimentados a los que se había brindado una capacitación adicional habían demostrado un desempeño muy superior al de sus pares designados arbitrariamente. Como actores principales del desarrollo de los comicios, su conocimiento de los procedimientos electorales y su sentido cívico incidieron decisivamente en la prevención del fraude y en la garantía del respeto a la voluntad del electorado. El cambio favorable en su labor también fue visible en el Centro de Cómputo a través de una mejor confección de las hojas de resultados. El refuerzo de la capacitación de los agentes electorales y el fomento de un espíritu de acción cívica en la comunidad en su conjunto son un freno importante al fraude electoral y deberían considerarse como otra lección aprendida. 
La labor del Centro de Cómputo de Votos se ha tornado ahora vital para verificar y filtrar los resultados irregulares y fraudulentos. Ello se vio facilitado por el mejoramiento de los procedimientos y el incremento de su capacidad de verificación. No obstante, queda margen para mejorar mediante una mayor capacitación al personal de la Unidad de Control Jurídico.
Por último, los problemas suscitados en la etapa de denuncias e impugnaciones de la segunda ronda apuntan a la necesidad de crear un vínculo más sólido entre la tarea de verificación del Centro de Cómputos y la toma de decisiones de los tribunales electorales, de acuerdo con los artículos pertinentes de la Ley Electoral. Los jueces electorales deben demostrar mayor transparencia e imparcialidad, así como conocer mejor los procedimientos del Centro de Cómputo a fin de que esas instancias cumplan sus funciones de conformidad con la Ley Electoral.
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A pesar de las crisis, protestas y críticas, y del consiguiente acento puesto en la verificación y el debido proceso del derecho, en lugar de las componendas políticas –o, tal vez, a raíz de todo ello- el proceso electoral de Haití emerge de esta difícil y prolongada experiencia más fuerte desde el punto de vista técnico e institucional. La labor de verificación y las recomendaciones de la Misión de Expertos de la OEA, así como el análisis de los resultados finales de las elecciones legislativas refuerzan la importancia vital del papel desempeñado por el Centro de Cómputo en la detección del fraude y de las irregularidades. Ahora, todas las partes interesadas lo reconocen. De la misma manera, se ha reforzado el vínculo entre las funciones de verificación del Centro de Cómputo y las deliberaciones y toma de decisiones de los tribunales electorales en la determinación de los resultados finales de las elecciones. Se trata de avances fundamentales para que, en el futuro, el proceso electoral haitiano sea más sólido, transparente y equitativo, lo que realzará su credibilidad y legitimidad.

La MOEC OEA-CARICOM desea agradecer el apoyo financiero de los países donantes, lo cual hizo posible llevar a cabo la Misión de Observación Electoral en primera y segunda vuelta, permaneciendo en Haití durante 10 meses:   Argentina, Brasil, Canadá, Chile, China, Eslovenia, España, Estados Unidos de América, Finlandia, Francia, Jamaica/CARICOM, Luxemburgo, Noruega, Panamá, Perú, Portugal, Suiza, Suriname y Unión Europea.
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